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BOLETÍN N°653-07
NUEVO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en los artículos 17, 19 y 42 del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas y sustituye la ley N° 18.403.

‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑‑
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de presentaros el informe -que acordásteis en las sesiones de 22 de marzo y 5 de abril del presente año-, en que se os propone una nueva redacción para los artículos 17 (antes 16), 19 y 42 (que pasa a ser 41 en virtud de los acuerdos de la Sala) del proyecto de ley citado en la referencia, teniendo en vista las ideas debatidas en esas sesiones.
Dejamos constancia que dicha iniciativa de ley ha sido calificada de "simple urgencia" por S.E. el Presidente de la República.
Concurrieron a la sesión en que se debatió este nuevo informe, además de los integrantes de la Comisión, los HH. Senadores señora Olga Feliú Segovia y señores Sergio Bitar Chacra, Antonio Horvath Kiss y Miguel Otero Lathrop.

Asistieron también a dicha sesión el señor Subsecretario de Justicia, don Eduardo Jara Miranda, y el asesor jurídico del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, don Michel Dibán Qanawati.
La Comisión os hace presente que el artículo 19 que se os propone versa sobre materias de carácter orgánico constitucional, atendido lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política, y que no estimó necesario oir nuevamente a la Excma. Corte Suprema, por cuanto ésta ya se pronunció en el primer trámite constitucional.
Asimismo, y aún cuando –como consecuencia de los acuerdos que reseñamos en seguida- sólo se han introducido modificaciones de referencia al artículo 18, sugerimos aprobarlas con el quórum calificado que corresponde a ese precepto, en virtud de lo señalado en el artículo 19, N° 12, inciso primero, de la misma Carta Fundamental.

- - -
I.- ARTÍCULOS 17 y 19
El artículo 17 del proyecto contenido en nuestro segundo informe, dispone lo siguiente:
"Artículo 17.- El Consejo de Defensa del Estado podrá requerir directamente de las autoridades y funcionarios o empleados de cualesquiera de los servicios de la administración del Estado, de las instituciones o servicios descentralizados territorial o funcionalmente o de las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritarios o igualitarios, la cooperación, la asistencia, el apoyo, los informes y antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de las funciones que le asigna esta ley.
Asimismo, podrá requerir la entrega de antecedentes o copias de documentos sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva, de personas naturales o jurídicas, o de comunidades, vinculadas a los hechos en investigación, debiendo los bancos y otras entidades que estén autorizados o facultados para operar en los mercados financieros, de valores y seguros y cambiario, proporcionarlos en el más breve plazo.
Los notarios, conservadores y archiveros deberán entregar al Consejo de Defensa del Estado, en forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten.
El otorgamiento de cualquier antecedente mencionado en este artículo será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos."
Este artículo fue objeto de las siguientes indicaciones renovadas en la Sala:
- La indicación N° 24, renovada por los HH. Senadores señora Feliú y señores Cooper, Horvath, Larre, Otero, Prat, Ríos, Siebert, Sinclair y Urenda, propone suprimir el inciso segundo.
- La indicación N° 22 se renovó por los mismos HH. Senadores, en subsidio de la anterior, sólo en cuanto reemplaza el inciso segundo, de manera de obligar al Consejo de Defensa del Estado a requerir a través del tribunal correspondiente, la entrega de antecedentes sobre cuentas corrientes, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva.
El artículo 19, por su parte, expresa lo que sigue:
"Artículo 19.- En el cumplimiento de las funciones que le asigna esta ley, el Consejo de Defensa del Estado tendrá, además, las siguientes facultades y atribuciones:
a) Recoger e incautar la documentación y los antecedentes probatorios que estime necesarios para la investigación de los hechos, en caso de aparecer indicios graves de que de esta diligencia haya de resultar el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante para aquella;
b) Solicitar al juez del crimen dentro de cuyo territorio jurisdiccional tenga su domicilio el Consejo de Defensa del Estado que impida la salida del país de aquellas personas vinculadas sospechosamente a alguno de los hechos previstos en el artículo 12 de esta ley, por un período máximo de sesenta días. Para estos efectos, deberá comunicar la prohibición y su alzamiento a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile. En todo caso, transcurrido este plazo, la medida de arraigo caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual deberán tomar nota de oficio los organismos señalados;
c) Efectuar actuaciones en el exterior dirigidas a indagar y acumular pruebas acerca de la procedencia u origen de los bienes a que se refiere el artículo 12, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares de Chile en el exterior, y
d) Solicitar al juez a que se refiere la letra b) que ordene alguna de las medidas a que se refiere el artículo 21 por un plazo no superior a sesenta días.
Para llevar a efecto las medidas a que se refiere este artículo, podrá recurrirse al auxilio de la fuerza pública, la que será concedida por el Jefe de Carabineros o de la Policía de Investigaciones más inmediato sin más trámite que la exhibición de la resolución administrativa o judicial correspondiente. La fuerza pública se entenderá facultada, en estos casos, para descerrajar y allanar, si fuere necesario.
Se notificará al interesado, en copia íntegra, la resolución que disponga la medida de que se trate.".

En relación con este artículo, se renovaron en la Sala las siguientes indicaciones:
- La indicación N° 29, renovada por los HH. Senadores señores Alessandri, Cooper, Lagos, Larre, Mc Intyre, Otero, Ríos, Romero y Siebert, y por los ex Senadores señores Jarpa y Papi, propone suprimir la letra a), en que se contempla la facultad del Consejo para recoger e incautar documentación y antecedentes probatorios.
- La indicación N° 30, renovada por los mismos HH. Senadores, propone eliminar la letra b), que consulta la atribución de solicitar que se decrete el arraigo de los sospechosos.
- La indicación N° 32, renovada por los antes nombrados HH. señores Senadores, persigue rechazar la letra d), suprimiendo de esa forma la atribución del Consejo para requerir que se ordenen, por un plazo no superior a 60 días, las medidas precautorias que estime conducentes a evitar la conversión del provecho ilícito en actividades que oculten o disimulen su origen delictual, enunciadas en el artículo 21.
Durante el curso de la primera de las mencionadas sesiones del H. Senado, en que se discutieron en particular los artículos 17 y 19, se aceptó que el delito denominado "de lavado de dinero" es de extrema seriedad y que consecuencialmente, es menester contemplar la adopción de medidas tendentes a detener a tiempo su perpetración. Ello hace menester flexibilizar los criterios habituales, por tratarse de uno de los delitos de más difícil pesquisa que se ha presentado en los tiempos modernos, que se detecta cuando el dinero proveniente del tráfico ilícito de drogas emerge a través de la economía en un determinado lugar, y se detectan grandes inversiones que no pueden ser justificadas por las personas que las realizan.
Algunos HH. señores Senadores manifestaron que debe otorgársele al juez del crimen la facultad de autorizar el alzamiento del secreto bancario, porque existen procedimientos que permiten controlar el ejercicio de esta facultad, con lo que se evita que las personas, por diferentes motivos, puedan verse expuestas a una medida de este tipo.
Como conclusión del debate, se decidió modificar el proyecto en el sentido de requerir la autorización del juez competente, pero conservando la idea de que la iniciativa para solicitar el alzamiento del secreto bancario sea del Consejo de Defensa del Estado.
Hicieron notar algunos HH. señores Senadores que, a su juicio, el tribunal no podrá negar la medida en forma discrecional, ya que ello atentaría contra la conducción de la investigación, que compete al Consejo.
Otros, por su parte, sostuvieron que, a fin de proteger efectivamente los derechos de las personas, no bastaría el solo interés de la autoridad administrativa de imponerse del secreto bancario, sino que es la justicia la que debe determinar si, para el debido éxito de la investigación preliminar, se hace necesario permitir que ella tome conocimiento de esa documentación reservada.
Sin perjuicio de lo anterior, algunos HH. señores Senadores manifestaron la conveniencia de que la Comisión debatiera también otras atribuciones que se entregan al Consejo de Defensa del Estado y que versan sobre materias que pueden ser delicadas, a fin de determinar si respecto de ellas será necesaria, o no, la intervención judicial previa.
En el curso del debate suscitado en la Comisión, se resolvió agrupar en el artículo 17 las facultades que el Consejo de Defensa del Estado puede ejercer directamente durante la investigación preliminar del delito del "lavado de dinero", sin que requiera autorización judicial previa, y establecer en el artículo 19 aquellas que sólo pueden ejecutarse si media dicha autorización.
Al efecto, se trasladó al artículo 19 el inciso segundo del artículo 17, que se refiere al alzamiento del secreto bancario, y se incorporó, en su lugar, la facultad del Consejo de realizar actuaciones en el exterior.
Respecto a este último punto, algunos HH. señores Senadores sugirieron especificar que estas actuaciones en el extranjero debían regirse por los convenios internacionales y las disposiciones legales del país de que se trate, pero la Comisión lo estimó innecesario, por considerar evidente que se aplican tales reglas generales.
Los incisos restantes -primero, tercero y cuarto- del referido artículo 17 mantuvieron su redacción original.
- Sometido a votación el texto que os proponemos más adelante para el artículo 17, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Díaz, Díez, Fernández, Larraín y Sule.
En lo que respecta al artículo 19, éste queda integrado por cuatro órdenes de atribuciones: la incautación de documentos, el alzamiento del secreto bancario, el arraigo y las medidas cautelares del artículo 21.
Respecto del arraigo y de las aludidas medidas cautelares, la Comisión estimó que, por su especial gravedad, debe exigirse más que una simple autorización judicial que habilite al Consejo para llevarlas a cabo si lo estima conducente.
Se coincidió en que, en tales casos, es necesario radicar en el propio tribunal la decisión de adoptarlas, puesto que, de otra manera, se estaría entregando a una autoridad administrativa facultades que afectan garantías constitucionales.
No se advirtió un inconveniente similar, en cambio, respecto de la incautación de documentos y del alzamiento del secreto bancario. Si bien el Consejo ha de recabar la autorización del tribunal competente para efectuar esas diligencias, la decisión de realizarlas o de no hacerlo queda librada a la ponderación de las circunstancias que haga dicho órgano administrativo.
Para tal efecto, la Comisión estimó conveniente diferenciar ambos grupos de atribuciones, regulándolas en incisos separados.
Ante una sugerencia del Ejecutivo para establecer como juez competente el del domicilio del Abogado Procurador Fiscal de Santiago, para una mayor precisión, la Comisión estimó pertinente dejar constancia de que eso no era necesario, ya que justamente el propósito que la motivó en el segundo informe a declarar competente al juez del domicilio del Consejo de Defensa del Estado es que sea aquel que corresponda al domicilio que tiene este Servicio en la ciudad de Santiago.

La medida de incautar documentación fue objeto de diversos comentarios, en los que se hizo notar la conveniencia de que el Consejo indique al tribunal el nombre del abogado funcionario de dicho Servicio que será responsable de efectuarla, y, siguiendo las disposiciones del Código de Procedimiento Penal, que, al realizarla, se levante un acta de la diligencia y se entregue copia de ella al interesado, junto con la resolución que ordena la medida.

Esta obligación de notificar al interesado la medida respectiva, contemplada en nuestro segundo informe, se precisó, al señalarse que procederá, además, respecto de las medidas de arraigo y las cautelares, y se cumplirá mediante la entrega al interesado de copia de las resoluciones correspondientes, sin perjuicio de su inmediato cumplimiento.

Juzgó oportuno la Comisión establecer normas mínimas sobre la forma en que ese tribunal debe otorgar su autorización, o decretar la medida, en su caso. Se estableció para ello un procedimiento especial y breve, sin intervención de terceros, a fin de resguardar el debido secreto.
Fue analizada la posibilidad de que el tribunal decretase medidas para mejor resolver, y se concluyó que impedirlo limitaría excesivamente sus facultades, y podría incluso entorpecer la solicitud, ya que obligaría al tribunal sólo a rechazar o aprobar, sin tener la posibilidad de requerir mayores antecedentes. Con todo, dado que debe respetarse el secreto de la investigación preliminar, la Comisión dejó constancia que dichas medidas no pueden ser de aquellas que supongan intervención de terceros, y que el tribunal podrá siempre pedir los antecedentes adicionales que necesite al Consejo de Defensa del Estado.
Para el caso de que el tribunal rechace la práctica de las diligencias, se le obliga a fundar someramente la negativa y se concede derecho al Consejo a apelar de ella. El recurso de apelación que pueda deducir el Consejo será conocido en cuenta por la Sala de Cuenta de la Corte de Apelaciones, y el expediente que se forme debe devolverse al Consejo, una vez fallado el recurso.
En cuanto al hecho de que el Consejo pueda recabar el auxilio de la fuerza pública, la Comisión tuvo en cuenta que hay diversos organismos públicos que están habilitados para recabarlo directamente, sin intervención judicial. Concluyó que, en todo caso, no reviste significación particular en la especie, toda vez que siempre mediará una resolución judicial, sea autorizando u ordenando la medida de que se trate, en la cual podrá consignarse esa circunstancia.
- Sometida a votación la nueva redacción del artículo 19, resultó aprobada por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín y Sule.
- Con la misma unanimidad, al advertir que las redacciones aprobadas para los artículos 17 y 19 hacen necesario adecuar las referencias que hacen a ellos los artículos 15 y 18, la Comisión resolvió proponeros las modificaciones pertinentes en estos últimos.
II.- Artículo 42.
El artículo 42 de nuestro segundo informe dispone lo siguiente:
"Los que consumieren alguna de las drogas o substancias estupefacientes o sicotrópicas a que hace mención el articulo 1° en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares, estadios, centros de baile o de música, o en establecimientos educacionales de enseñanza superior, profesional, media o básica, serán sancionados con multa de media a diez unidades tributarias mensuales. Si la falta se cometiere en lugares de detención, recintos militares o policiales o en establecimientos educacionales por quienes tienen la calidad de docentes o son funcionarios o trabajadores, la sanción se aplicará en su monto máximo. En caso que la falta se hubiese cometido conduciendo vehículos motorizados, además se impondrá la suspensión de la licencia de conducir hasta por un año. Conjuntamente con estas sanciones, el juez podrá condenar al infractor a asistencia obligatoria a programas de prevención, hasta por un plazo de cincuenta días, en instituciones consideradas como idóneas para el Servicio de Salud del territorio del respectivo tribunal.
Asimismo, serán sancionados con idénticas penas quienes consuman tales drogas en lugares o recintos privados, si se hubiesen concertado con tal propósito.
Los que quebrantaren la condena o fueren reincidentes en faltas de la misma naturaleza, serán sancionados con el duplo de las penas establecidas en el inciso primero o con prisión en su grado mínimo a medio.
Si el sentenciado no pagare la multa dentro de los cinco días de notificada la sentencia, sufrirá por vía de substitución y apremio la pena de prisión, regulándose un día por cada media unidad tributaria mensual, sin que ella pueda exceder de treinta días.
Las penas señaladas precedentemente no se aplicarán a quien justifique el uso, consumo, tenencia o porte de alguna de dichas substancias, como consecuencia de prescripción médica.".
Respecto de este artículo, se dispuso en la Sala que se estudiara la posibilidad de consignar penas alternativas a las privativas de libertad, tales como los trabajos de colaboración con la autoridad municipal, y que, en relación con la figura del consumo conduciendo vehículos motorizados, se tuviera presente la falta que consiste en conducir un vehículo bajo la influencia del alcohol, drogas o estupefacientes.
Al respecto, la Comisión juzgó conveniente introducir diversos cambios en este artículo y reordenar sus disposiciones.
Para evitar interpretaciones restrictivas del concepto de "establecimientos educacionales de enseñanza superior, profesional, media o básica", prefirió referirse a los "establecimientos educacionales y de capacitación".
Consideró, por otra parte, que la pena de suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados debía ser, propiamente, accesoria, dejando como principales la multa y la asistencia a programas de prevención.
Estimó pertinente incorporar la pena de trabajos en beneficio de la comunidad por su efecto rehabilitador, ya que le da al infractor la posibilidad de realizar una actividad socialmente útil, compatible con su vida familiar y laboral, y que evita el efecto pernicioso que tendría el contacto con otros reos en los centros de reclusión.
Se coincidió, sin embargo, que debe dejarse a elección del condenado, ya que de lo contrario se trataría de trabajos forzados, lo que sería una pena inconstitucional, por infringir el artículo 5° de la Constitución Política, en relación con el artículo 6° del Pacto de San José de Costa Rica. Por tal razón, se decidió darle carácter de pena conmutativa de la multa.
Con respecto a la conducción de vehículos motorizados bajo la influencia de drogas, esta falta ya se encuentra contemplada en el artículo 62 de la ley N° 15.231, sobre Juzgados de Policía Local, por lo que fue eliminada.
Se sustituyó también la mención del "Servicio de Salud del territorio del respectivo tribunal" por "Servicio de Salud de la ciudad asiento de la Corte de Apelaciones respectiva", por cuanto pudiera ocurrir que en el territorio del tribunal de primera instancia no existieren Servicios de Salud.
Además, se agregó un inciso que sanciona específicamente la tenencia y posesión de drogas en lugares públicos para el exclusivo y próximo uso personal, concordando de esta forma el artículo 42 con el artículo 5° de la misma ley, que excluye de sanción penal estas conductas una vez acreditado su destino personal y se remite a este artículo.
La Comisión intercambió opiniones también sobre la sanción, como falta, del consumo en lugares privados, cuando haya habido concierto entre los partícipes. Después de un intenso debate, se concluyó que este elemento del tipo responde a una situación de hecho que apreciará el juez de la causa, y deberá necesariamente probarse en forma especifica para que éste pueda dictar sentencia condenatoria. Habrá de comprobarse los actos organizados con esa determinada finalidad, que exceden el ámbito de la individualidad, o, si así se quiere, de la privacidad de una sola persona. Por ello, la inclusión de esta falta no pone en peligro la libertad individual.
- Sometida a votación la nueva redacción del artículo 42 -que pasa a ser 41 en virtud de los acuerdos de la Sala-, resultó aprobada por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Larraín y Sule.
- - -

En consecuencia, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al texto consignado en nuestro segundo informe:
Artículo 15
En el inciso tercero, cambiar la frase "a que se refiere el artículo 17", por las expresiones "a que se refieren los artículos 17 y 19, inciso primero, letra b)".
Artículo 17
Sustituir su inciso segundo por el siguiente:
"Asimismo, podrá efectuar actuaciones en el exterior dirigidas a indagar y acumular pruebas acerca de la procedencia u origen de los bienes a que se refiere el artículo 12, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares de Chile en el exterior.".
Artículo 18
En el inciso primero, reemplazar la oración "a que se alude en los artículos anteriores" por las palabras "a que se refiere esta ley".
En el inciso segundo, sustituir la frase "a que se refiere el artículo anterior" por la oración "a que se refieren los artículos 17 y 19".
Artículo 19
Reemplazarlo por el que se indica a continuación:
"Articulo 19.- En el cumplimiento de las funciones que le asigna esta ley, el Consejo de Defensa del Estado podrá, previa autorización judicial, adoptar una o más de las siguientes medidas:
a) Recoger e incautar la documentación y los antecedentes probatorios que estime necesarios para la investigación de los hechos, en caso de aparecer indicios graves que de esta diligencia haya de resultar el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante para aquélla.
Esta medida sólo podrá ser encomendada a un abogado funcionario del Consejo de Defensa del Estado, el cual levantará acta de ella, la que expresará el nombre de las personas que intervengan, los incidentes ocurridos, la hora en que hubiere principiado y aquella en que concluyere, la relación del registro en el mismo orden en que se hubiere efectuado y un inventario de los objetos que se recojan. Se entregará copia de dicha acta y de la respectiva resolución al interesado.
b) Requerir la entrega de antecedentes o copias de documentos sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva, de personas naturales o jurídicas, o de comunidades, que sean objeto de la investigación, debiendo los bancos y otras entidades que estén autorizados o facultados para operar en los mercados financieros, de valores y seguros y cambiario, proporcionarlos en el más breve plazo.
Además, el Consejo de Defensa del Estado podrá solicitar a la justicia que decrete las siguientes diligencias:
a) Impedir la salida del país de aquellas personas vinculadas sospechosamente a alguno de los hechos previstos en el artículo 12 de esta ley, por un período máximo de sesenta días. Para estos efectos, deberá comunicar la prohibición y su alzamiento a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile. En todo caso, transcurrido este plazo, la medida de arraigo caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual deberán tomar nota de oficio los organismos señalados.
b) Ordenar alguna de las medidas a que se refiere el artículo 21 por un plazo no superior a sesenta días.
Copia de las resoluciones a que se refieren las letras a) y b) inmediatamente precedentes serán entregadas al afectado, sin perjuicio de su inmediato cumplimiento.
Corresponderá al juez del crimen dentro de cuyo territorio jurisdiccional tenga su domicilio el Consejo de Defensa del Estado, autorizar previamente la práctica de las diligencias a que se refiere el inciso primero o, en su caso, disponer aquellas que contempla el inciso segundo. El tribunal procederá breve y sumariamente, sin audiencia ni intervención de terceros. La resolución que rechace la práctica de las diligencias solicitadas será someramente fundada, y el Consejo de Defensa del Estado podrá apelar de ella. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la Sala de Cuenta de la Corte de Apelaciones de Santiago, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente al Consejo de Defensa del Estado, fallado que sea el recurso.
Para llevar a efecto las actuaciones a que se refiere este artículo, el Consejo de Defensa del Estado, una vez autorizadas o decretadas judicialmente, podrá recurrir al auxilio de la fuerza pública, la que será concedida por el Jefe de Carabineros o de la Policía de Investigaciones más inmediato sin más trámite que la exhibición de la autorización u orden judicial correspondiente. La fuerza pública se entenderá facultada, en estos casos, para descerrajar y allanar si fuere necesario.".
Artículo 42
Sustituirlo por el que sigue:
"Artículo 42.- Los que consumieren alguna de las drogas o substancias estupefacientes o sicotrópicas a que hace mención el artículo 1°, en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares, estadios, centros de baile o de música, o en establecimientos educacionales o de capacitación, serán sancionados con alguna de las siguientes penas:

a) Multa de media a diez unidades tributarias mensuales;
b) Asistencia obligatoria a programas de prevención hasta por sesenta días, en instituciones consideradas como idóneas por el Servicio de Salud de la ciudad asiento de la Corte de Apelaciones respectiva.
Se aplicará también, como pena accesoria, la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por el plazo máximo de seis meses.
Idénticas penas se aplicarán a quienes tengan o porten en tales lugares las drogas o substancias antes indicadas para su consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo.
Asimismo, serán sancionados con las mismas penas quienes consuman tales drogas en lugares o recintos privados, si se hubieren concertado con tal propósito.
La tenencia, porte o consumo por prescripción médica no será sancionada.
El juez del crimen determinará la sanción correspondiente de acuerdo con las circunstancias personales del infractor y que conduzcan mejor a su rehabilitación.
Si la falta se cometiere en lugares de detención, recintos militares o policiales o en establecimientos educacionales por quienes tienen la calidad de docentes o son funcionarios o trabajadores, la sanción pecuniaria se aplicará en su máximo.
Los que quebrantaren la condena o fueren reincidentes en faltas de la misma naturaleza, serán sancionados con las dos penas establecidas en el inciso primero; o con el duplo de una de ellas; o con prisión en su grado mínimo a medio, según resulte de la aplicación del inciso sexto.
Si el sentenciado no pagare la multa dentro de los cinco días de notificada la sentencia, sufrirá por vía de substitución y apremio la pena de prisión, regulándose un día por cada media unidad tributaria mensual, sin que ella pueda exceder de treinta días.
El juez, una vez ejecutoriada la sentencia y a petición expresa del infractor, salvo que éste haya quebrantado la condena, podrá conmutar la sanción establecida en la letra a) del inciso primero, por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad. La resolución que otorgue la conmutación deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. La no realización cabal y oportuna de los trabajos determinados por el tribunal dejará sin efecto la conmutación por el solo ministerio de la ley, y deberá cumplirse íntegramente la sanción primitivamente aplicada.".
- - -
Acordado en sesión celebrada el día de hoy, con la asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Díez Urzúa (Presidente), Nicolás Díaz Sánchez, Sergio Fernández Fernández, Hernán Larraín Fernández y Anselmo Sule Candia.
Sala de la Comisión, a 12 de abril de 1994.

JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario
